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La asequibilidad como categoría de los derechos humanos exige que todas las
personas tengan acceso al suministro de agua, a los servicios de saneamiento y a las
instalaciones higiénicas a un precio que puedan asumir sin que limite o impida su
capacidad de adquirir otros bienes y servicios básicos protegidos también como
derechos humanos (alimentación, vivienda, salud, educación, etc.).

En la misma línea, el Objetivo 6 de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
(AGNU, 2015), con base en el contenido normativo de los DHAS, promueve un
compromiso global con el acceso universal y equitativo al agua potable y a un
saneamiento adecuado, e incluye la asequibilidad como un elemento imprescindible
para lograrlo.

Este esfuerzo que se pide a los Estados como garantes de los DHAS aumenta su
relevancia en el contexto de crisis sanitarias como la provocada por la pandemia de la
COVID-19, en la que el acceso al agua potable, al saneamiento y a prácticas de higiene
adecuadas se evidenciaron como esenciales para combatir el virus y frenar su
propagación, como señaló la Organización Mundial de la Salud. [1] Desde la Relatoría
Especial de Naciones Unidas para los DHAS se ha pedido reiteradamente a los Estados
un compromiso firme y mantenido para no agravar los efectos sanitarios y sociales de
episodios de emergencia, como ocurrió durante la pandemia, con medidas como evitar
la desconexión de los servicios por incapacidad momentánea de afrontar el pago o
garantizar un suministro básico asequible para las familias en situación vulnerable. [2]

Las consecuencias de no actuar así son claras. Cuando el precio que se cobra por
acceder a estos servicios es demasiado alto para algunas personas, estas no podrán
tener acceso a una cantidad de agua suficiente para cubrir sus necesidades más
básicas y recurrirán a fuentes alternativas, aparentemente más baratas – aunque no
siempre- y, por lo general, menos fiables e inseguras, con el consiguiente perjuicio para
su salud, o lo harán asumiendo un coste que podría limitar su acceso a otros derechos. 

Esta circunstancia, con frecuencia pasa desapercibida en los estudios de evaluación
del sector, centrados casi exclusivamente en datos de cobertura de acceso, dando por
sentado que quien tiene acceso a un punto de agua o a una instalación de saneamiento
puede asumir el pago del servicio. 
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[1] https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/333807/WHO-2019-nCoV-IPC_WASH-2020.4-spa.pdf
[2] https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=26463&LangID=E



Si bien hay algunos países que han establecido baremos de asequibilidad en sus leyes,
desde los DHAS es imposible establecer criterios de aplicación generalizados y
válidos a nivel mundial, ya que tanto el coste asociado a la provisión del servicio como
la capacidad de pago de una persona dependen en gran medida de la calidad del
servicio recibido, el contexto y su situación socioeconómica y física específica. Esta
circunstancia obliga a los Estados a determinar los rangos de asequibilidad a nivel
nacional y local para asegurar que reflejan las circunstancias específicas de las
personas en el contexto en el que viven. A modo de referencia, el Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha establecido que un gasto de los hogares
asequible en abastecimiento de agua y saneamiento debería suponer entre el 3% y el
5% de su gasto total. [3]

En cualquier caso, la sostenibilidad social, entendida como la garantía del acceso
asequible a los servicios de abastecimiento para todos, debe ser una prioridad para los
Estados y no debe supeditarse en ningún caso a otros elementos sumamente
importantes, como la sostenibilidad económica de los operadores de servicios, que
debe abordarse a través de otras medidas.

Esta sostenibilidad económica requiere de la existencia de proveedores con
capacidades suficientes y de la recuperación de los costes que conlleva la provisión del
servicio para que el prestador pueda asegurar una gestión adecuada y de calidad para
todas las personas usuarias. De hecho, en el marco de derechos humanos se reconoce
que es necesario recaudar ingresos para poder avanzar progresivamente hacia el
acceso universal a los servicios.[4]

Así, para conciliar la asequibilidad o sostenibilidad social con la sostenibilidad
económica es necesario establecer un esquema de financiación que:

[4]  Informe del Relator Especial sobre los derechos humanos al agua y al saneamiento, Catarina de Albuquerque
A/HRC/30/39 2

[3] Informe sobre Desarrollo Humano 2006: Mas allá de la escasez: Poder, pobreza y crisis mundial del agua. PNUD (2006)
http://hdr.undp.org/sites/default/files/hdr_2006_es_completo.pdf

Permita el acceso de todas las personas a una cantidad de agua suficiente para
satisfacer sus necesidades personales y domésticas protegidas como derecho
humano a un coste asequible.
No desincentive la conexión y el uso de los sistemas, especialmente de
saneamiento e higiene, lo que podría originar riesgos de salud pública.
Permita la viabilidad técnica, económica y financiera del servicio de
abastecimiento.
Permita tomar medidas para proteger los recursos hídricos de la contaminación y
mantener el caudal hidrológico necesario para la sostenibilidad de las masas de
agua vinculadas a las fuentes, lo que implica, entre otras cosas, la protección de
las fuentes de agua segura y sus áreas de recarga y que los servicios de
saneamiento incluyan la adecuada recogida, transporte, tratamiento y eliminación
de las aguas residuales
Penalice las pérdidas en el suministro, los usos superfluos y los consumos
excesivos



Hay diferentes formas de asegurar la asequibilidad para todas las personas, aunque
con frecuencia la mejor solución pasa por una combinación de distintos instrumentos.

Cuando hay un número suficiente de personas con una situación económica
acomodada en relación a la cantidad de personas con dificultades para pagar el coste
total del servicio, se puede alcanzar la recuperación íntegra de los costes del servicio a
través de un sistema tarifario que incluya subvenciones cruzadas entre ambos
sectores económicos. Sin embargo, en el caso del saneamiento, incluso en contextos
de altos niveles de renta, los gobiernos suelen proporcionar considerables sumas de
fondos públicos para garantizar la viabilidad financiera del servicio y proteger la salud
pública. Lo mismo ocurre en el caso de la protección de fuentes, aunque se conocen
casos exitosos de pago por servicios ambientales para la protección de las fuentes que
se reparten entre todas las personas y organizaciones usuarias de la cuenca. [5]

Cuando el sistema de tarifas no asegura por sí solo la sostenibilidad económica del
prestador, la sostenibilidad ambiental y la asequibilidad para toda la población, se
debe recurrir a fuentes distintas a las contribuciones directas de las personas
usuarias,  [6] como los presupuestos públicos o incluso a otras fuentes
complementarias, como la cooperación internacional. Estos fondos deben utilizarse de
la manera más eficiente posible, evitando las medidas generalizadas que no se
orientan a los sectores más vulnerables, como ocurre con las subvenciones
indiscriminadas o las exenciones fiscales, el acceso a créditos blandos o a incentivos
financieros que se aplican a todas las conexiones indistintamente. 

En este sentido, cabe resaltar que, en la actualidad, a nivel global, la mayor parte de la
financiación pública que se invierte en el sector se sigue destinando a la construcción
de grandes infraestructuras en las zonas urbanas, que benefician principalmente a los
sectores de ingresos medios y elevados que cuentan mayormente con, al menos, un
acceso básico.

3

ALTERNATIVAS PARA ASEGURAR LA
ASEQUIBILIDAD2.

[5]  Más información en http://www.fao.org/3/i0410s/i0410s06.pdf, http://www.fao.org/3/cb6473en/cb6473en.pdf

[6] Idem



Por lo tanto, en el diseño de las fórmulas para otorgar subvenciones es importante
establecer criterios para identificar correctamente a las personas beneficiarias de las
ayudas, para asegurar que sólo se atienden con ellas a las que realmente las necesitan
y que no se dejan fuera colectivos vulnerables sin recursos. Por ejemplo, es un error
limitar las ayudas a los propietarios formales de las viviendas, ya que así sólo se
beneficiarán las personas con títulos de propiedad, dejando fuera a muchas otras que
tienen menos recursos. Además, en muchos contextos, la propiedad de la vivienda
formalmente recae en el varón cabeza de familia, por lo que las mujeres podrían
también quedar fuera de las ayudas bajo este criterio.

Cuando no existe capacidad de pago para asumir la tarifa establecida, incluso en
aquellos casos en los que existan tarifas sociales o reducidas, es necesario poner en
marcha instrumentos específicos que posibiliten el acceso, al menos, a una cantidad
mínima vital que garantice los DHAS de forma gratuita.

Hay que tener presente que, cuando se produce una desconexión del servicio por
incapacidad de pago o alguna otra causa justificada, privando así a una persona o
familia del acceso al agua, el saneamiento y la higiene, se está produciendo una
violación de sus derechos humanos. 

En cuanto a los programas de promoción del saneamiento, si bien se han puesto
muchas expectativas en que el sector privado ejerza de motor para la mejora de los
índices de cobertura a nivel global, varios estudios, entre ellos del Banco Mundial, han
demostrado que el enfoque de mercado por sí sólo tiene limitaciones y que vuelven a
ser las personas más pobres las que se quedan fuera de estos instrumentos.

Tampoco hay que perder de vista que, con frecuencia, las consideraciones sobre la
asequibilidad del servicio se asocian al pago de tarifas vinculado a los servicios
formales. Sin embargo, no se presta la misma atención al coste que deben asumir las
personas que se abastecen a través de servicios informales o de soluciones
individuales o compartidas, tanto de agua como de saneamiento, soluciones propias
de áreas rurales o urbanas informales. Se estima que, sólo en el ámbito urbano, estos
casos pueden llegar a suponer el 25% del total de la población en una región como
América Latina y el 50% de la población africana. Para afrontar el reto de la
universalidad de los derechos humanos es preciso ampliar el análisis y proponer
alternativas específicas de asequibilidad también para los contextos más
desfavorecidos.
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[1] https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/333807/WHO-2019-nCoV-IPC_WASH-2020.4-spa.pdf
[2] https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=26463&LangID=E



A la hora de identificar los costes que finalmente van a repercutir en las personas
usuarias hay que considerar también los relacionados con la corrupción,
lamentablemente muy extendidos en el sector del agua y el saneamiento. Las
prácticas de corrupción tienden a afectar en mayor medida a las personas más pobres,
que no pueden hacer frente a los incrementos de tarifas como consecuencia de los
precios inflados sin motivo o afrontar, por ejemplo, el pago de sobornos por servicios de
reparación, conexión o reconexiones y, como consecuencia, tienen que sufrir tiempos
de espera más largos o incluso desistir de la conexión. En estos casos es
responsabilidad directa de los Estados, pero también de los organismos reguladores y
los proveedores de servicios, acordar prácticas transparentes y fortalecer los
mecanismos de rendición de cuentas, bien a través de marcos jurídicos o regulaciones
claras acompañadas de las sanciones oportunas. 

Algo similar ocurre con los costes derivados de una mala gobernanza: la falta de
transparencia, de acceso a la información o la ausencia de mecanismos de rendición de
cuentas facilitan las malas prácticas que repercuten directamente en la asequibilidad
del servicio. En el ámbito puramente económico-financiero, ocurre cuando no hay
claridad en cuanto a los costes reales del servicio, o sobre los datos de facturación o
los márgenes de beneficio que imputa un proveedor privado cuando no está sujeto a
control, por lo que no se pueden entrar a valorar la adecuación del modelo tarifario o la
posibilidad real de emprender ampliaciones del sistema. En el ámbito técnico, ocurre,
por ejemplo, cuando no se conocen las cantidades de agua tratada no facturada, ya
que no es posible establecer controles ni incentivos para que el proveedor de servicios
reduzca las fugas y ofrezca un mejor servicio, o cuando no hay micromedición y las
personas usuarias no sienten la necesidad de reducir los consumos abusivos.
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